
Artículo 31. Reconocimiento 
de otros derechos (1710)

Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención 
otros derechos y libertades que sean reconocidos de acuerdo con los pro-
cedimientos establecidos en los artículos 76 y 77 (1711)

Concordancias: art. 29 PIDESC; art. 51 PIDCP.

Agustina Freijo

Con la inclusión de este artículo se puede observar la clara intención de los 
constituyentes de esta Convención, que la misma tenga una naturaleza abierta y 
que capte la esencia dinámica de la ciencia jurídica, es decir que sea un instru-
mento de protección de los derechos y libertades del hombre, agiornable a las 
necesidades y a la evolución del ser humano (sujeto pasivo y activo de la norma-
tiva en análisis) y a su contexto (ambiental, jurídico, geofísico, cultural, etc.).

Por otro lado no debería perderse de vista que este instrumento es de un 
carácter tan amplio que en ciertas ocasiones podría opacarse el objetivo úl-
timo del mismo. Los grandes juristas y legisladores se pasan la vida en busca 
de un ideal, el cual es correcto que exista, y al cual se debe intentar llegar y del 
cual, a su vez nunca se debería desviarse, sin embargo este ideal es un ideal 

 (1710) En el presente comentario se impone efectuar un especial agradecimien-
to a la colaboración creativa de la Dra. Fernanda Salomón, sin la cual, el mismo no 
hubiera sido posible. 

 (1711) Artículo 76.
1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto 

del Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime 
conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención. 

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas 
en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que 
corresponda al número de los dos tercios de los Estados partes en esta Convención. En 
cuanto al resto de los Estados partes, entrarán 

Artículo 77.
1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte 

y la Comisión podrán someter a la consideración de los Estados partes reunidos con 
ocasión de la Asamblea General, proyectos de protocolos adicionales a esta Conven-
ción, con la finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la 
misma otros derechos y libertades. 

2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará 
sólo entre los Estados partes en el mismo.
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tan elevado y abstracto que muchas veces se opaca la necesidad de lo coti-
diano. Esto fue captado por escritor latinoamericano Eduardo Galeano en su 
libro “Patas arriba. La escuela del mundo al revés” Editorial Catálogos.

No se puede dejar de observar, que este artículo al contemplar la incorpo-
ración de nuevos derechos y libertades, en el caso en que este procedimiento es 
concretamente llevado a cabo, no debería tenerse en cuenta como una reforma, 
dado que no ataca la esencia misma de la Constitución Nacional, sino que sólo la 
convierte en una herramienta idónea capaz de adaptarse a las distintas realida-
des que constantemente se van suscitando en la vida cotidiana de un país. En el 
convencimiento de que el derecho positivo no es sino el marco regulador de las 
conductas de una sociedad, y por obviedad, expresión misma de la sociedad a la 
que se dirige, es que también es necesariamente flexible y adaptable.

La rigidez absoluta de una norma es su mismo certificado de defunción, 
por lo que se entiende que la proyección del artículo en cuestión, que plantea 
la posibilidad de inclusiones futuras de nuevos y complejos derechos y el rango 
constitucional que representan los tratados internacionales, no son sino, una 
herramienta excelente que pretende una economía jurídica y procesal al flexi-
bilizar el derecho positivo a las necesidades cambiantes de sus propios desti-
natarios, que no son otros que su propio pueblo, razón única de su existencia.

Así por medio de este artículo fueron incorporados hasta la fecha sólo 4 
Protocolos Adicionales a la Convención, de los cuales uno no fue ratificado 
aun por la Argentina.

De este modo se encuentran dentro de los derechos y libertades protegi-
dos por esta Convención y, en consecuencia, por la Constitución Nacional de 
la República Argentina:

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre dere-•	
chos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. “Protocolo de San Salvador”. Adoptado en San Salva-
dor, El Salvador el día 17 de Noviembre de 1988, por la Asamblea 
General en el Décimo Octavo Período Ordinario de Sesiones (1712). 
Ratificado por Argentina el 30 de Junio de 2003 y depositado el ins-
trumento el 23 de Octubre de 2003.

El mismo fue instituido a sabiendas de que “los derechos económicos, 
sociales y culturales fundamentales (ya han) sido reconocidos en anterio-
res instrumentos internacionales (...) resulta de gran importancia que éstos 
(derechos) sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos 
en función de consolidar América” (1713). “Reconociendo que los derechos 
esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacionales de determinado 
Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona huma-

 (1712) Ver. http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html (20-6-09).
 (1713) Protocolo de San Salvador, Prólogo.
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na (...). Recordando que (...) sólo puede realizarse el ideal del ser humano 
libre, exento del temor y de la miseria, si se crean las condiciones que permi-
tan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y políticos (y el conjunto de derechos in-
herentes al hombre en general).

“Protocolo Adicional para Prevenir y Sancionar la Tortura” (1989)•	 . 
Adoptado en Cartagena de Indias, Colombia el 9 de diciembre 
de 1985 en el décimoquinto período Ordinario de Sesiones de la 
Asamblea General. Firmado por Argentina el 2 de octubre de 1986, 
ratificado con fecha 11 de noviembre de 1988 y depositado el ins-
trumento el 31 de marzo de 1989 (1714).

El artículo 2º dice “Para los efectos de la presente Convención se enten-
derá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan 
a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de inves-
tigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como 
medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá tam-
bién como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes 
a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o 
mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.”. de este modo, 
no se puede dejar de observar la cercanísima relación con el protocolo ante-
riormente mencionado. Ya que muchas de las imposibilidades que azotan a 
Latinoamérica, y, sobre todo la pobreza, podrían caer dentro de la definición 
recién citada.

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-•	
car la Violencia contra la Mujer. “Convención de Belem do Pará” 
(1996) (1715). Adoptada en Belem do Pará, Brasil, el 9 de junio de 
1994, en el vigésimo cuarto período de sesiones de la Asamblea Ge-
neral firmada por Argentina el 10 de junio de 1994, ratificada el día 
9 de mayo de 1996 y depositado el respectivo instrumento con fe-
cha 5 de julio de 1996.

Esta Convención al tener una amplia protección de los derechos de la 
mujer genera lo que en palabras de Carlos Nino se denomina “discrimina-
ción inversa” que al contrario del uso de popular de la palabra no tiene ningu-
na connotación negativa, al contrario. Es un tipo de discriminación legítima 
que tiende a la equiparación de ciertas desigualdades. Y genera obligaciones 
directas al Estado para lograr su objetivo global.

Y por último, el “•	 Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de 

 (1714) http://www.oas.org/juridico/firmas/a-51.html 
 (1715) http://scm.oas.org/Reference/spanish/CIDH/O.%20Convencion%20

de%20Belem%20do%20Para.doc (20-6-09).
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Muerte” (1716). Aprobado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 
1990, en el vigésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea 
General de conformidad con el artículo 4. Este Protocolo sin embar-
go no fue aun ratificado por la Argentina. Sin embargo conforme al 
artículo 4º de la Convención en análisis “(…) tampoco se extenderá 
su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente” y 
en la Argentina esto no representa trasgresión alguna ya que en el 
ámbito civil la pena de muerte no existe como castigo penal.

Por el momento no existen nuevas incorporaciones conforme al artículo 
en análisis. Por lo tanto la comunidad americana toda queda a la espera de 
nuevos protocolos adicionales en pos de los derechos humanos.

 (1716) http://scm.oas.org/Reference/spanish/CIDH/I.%20Protocolo%20relati-
vo%20a%20la%20pena%20de%20muerte.doc (20-6-09).
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